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			Resumo: Desde a adopción do Estatuto de autonomía, a comunidade autónoma galega afrontou a responsabilidade de trazar e desenvolver unha estratexia de acción exterior propia acorde cos seus intereses particulares, aproveitando todas as posibilidades mínimas e máximas de desenvolvemento da autonomía política, malia as limitadas disposicións estatutarias neste sentido. Esta acción exterior viuse potenciada pola dimensión europea, atlántica e transfronteiriza de Galicia. Neste contexto, as fases de desenvolvemento da acción exterior de Galicia seguiron unha liña ascendente e ben definida. A consolidada xurisprudencia constitucional e a nova lexislación estatal sobre acción exterior do Estado e sobre tratados de 2014 veu avalar e xustificar un avance na dinámica planificadora da acción exterior da nosa comunidade autónoma, constituíndo a Lei 10/2021, reguladora da acción exterior e da cooperación para o desenvolvemento de Galicia, un paso significativo.

			Palabras clave: Estatuto de autonomía, acción exterior do Estado, acción exterior das comunidades autónomas, cooperación transfronteiriza, lusofonía. 

			Resumen: Desde la adopción del Estatuto de autonomía, la comunidad autónoma gallega ha afrontado la responsabilidad de trazar y desarrollar una estrategia de acción exterior propia acorde con sus intereses particulares, aprovechando todas las posibilidades mínimas y máximas de desarrollo de la autonomía política, pese a las limitadas disposiciones estatutarias en este sentido. Esta acción exterior se ha visto potenciada por la dimensión europea, atlántica y transfronteriza de Galicia. En este contexto, las fases de desarrollo de la acción exterior de Galicia han seguido una línea ascendente y bien definida. La consolidada jurisprudencia constitucional y la nueva legislación estatal sobre acción exterior del Estado y sobre tratados de 2014 vino a avalar y justificar un avance en la dinámica planificadora de la acción exterior de nuestra comunidad autónoma, constituyendo la Ley 10/2021, reguladora de la acción exterior y de la cooperación para el desarrollo de Galicia, un paso significativo.

			Palabras clave: Estatuto de autonomía, acción exterior del Estado, acción exterior de las comunidades autónomas, cooperación transfronteriza, lusofonía.

			Abstract: Since the adoption of the Statute of Autonomy, the Galician Autonomous Community has faced the responsibility of drawing up and developing its own external action strategy in accordance with its interests, taking advantage of all the minimum and maximum possibilities of developing political autonomy, despite the limited statutory provisions in this regard. This external action has been enhanced by the European, Atlantic, and cross-border dimension of Galicia. In this context, the development phases of the Galician External Action have followed an ascending and well-defined line. The consolidated constitutional jurisprudence and the new state legislation on external action of the State and on treaties of 2014 came to endorse and justify an advance in the planning dynamics of the external action of our Autonomous Community, constituting the Law 10/2021, regulating the action external affairs and cooperation for the development of Galicia a significant step.
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			1 	INTRODUCCIÓN

			Desde la adopción del Estatuto de autonomía para Galicia el 6 de abril de 1981, han transcurrido cuatro décadas a lo largo de las cuales la comunidad autónoma gallega ha desarrollado y acumulado una intensa actividad exterior propia derivada tanto de su participación en los mecanismos de la Unión Europea como del ejercicio de sus competencias materiales en el medio internacional1, pese a no contener el Estatuto previsiones amplias en este sentido ni tampoco prosperar el proceso de revisión estatutaria emprendido por el Gobierno gallego en 2006 para dotar a nuestra comunidad autónoma de las reglas básicas en torno a las que modular su actividad exterior2. 

			En plena eclosión de los estatutos autonómicos asentados en el título VIII de la Constitución española de 1978, la Asociación Española de Profesores de Derecho Internacional y Relaciones Internacionales se reunió en Santiago de Compostela en junio de 19813 para reflexionar sobre las repercusiones jurídico-político-internacionales de la autonomía en el orden internacional y europeo e indagar sobre las vías por donde en el derecho español sería posible canalizar una participación efectiva de los entes territoriales autónomos en la gestación y conducción de la acción internacional del Estado, adaptando así el sistema de las relaciones entre el derecho internacional y el derecho interno, a la vez que se aseguraba una acción integrada, sin desfases o disfunciones de los distintos niveles de poder estatal en el plano de las relaciones internacionales4.

			A partir de este momento, los profesores Manuel Pérez González y Jorge Pueyo Losa abrieron una línea de investigación en la escuela compostelana a la que nos fuimos sumando algunos de sus discípulos con el objetivo de contribuir, a través del esfuerzo conjunto, a enriquecer el acervo doctrinal en una materia dinámica y que incluye una diversidad de aspectos donde las comunidades autónomas han ido desarrollando, con distinto grado, actuaciones que han supuesto una proyección exterior de su actividad política, siendo la Comunidad Autónoma de Galicia una de las más activas en este campo.

			Valgan las consideraciones precedentes como punto de partida genérico de este trabajo cuyo objetivo es aportar una perspectiva general sobre el desarrollo de la acción exterior de la Comunidad Autónoma de Galicia en el 40 aniversario de la adopción de su Estatuto de autonomía.

			2 	LA ACCIÓN EXTERIOR DE GALICIA: BALANCE DE UNA PRÁCTICA CONSOLIDADA

			En un Estado de estructura compleja como el nuestro, la determinación de las respectivas capacidades de los distintos poderes, y de su necesaria interrelación, en el orden de las relaciones internacionales ha sido una cuestión difícil que progresivamente se ha ido flexibilizando y acomodando a la práctica de hechos consumados desarrollada por las comunidades autónomas (en adelante CC. AA.), y ello aun a pesar del recelo mostrado al respecto por el Gobierno central y de los criterios tan rígidos mantenidos por el Tribunal Constitucional en la interpretación del artículo 149.1.3 de la Constitución en relación con el contenido de la noción de “relaciones internacionales”. La STC 165/1994, de 26 de mayo, por la que se resolvía el conflicto positivo de competencias entre el Gobierno del Estado y el del País Vasco, supondrá una flexibilización al asumir en buena medida los planteamientos que los internacionalistas veníamos defendiendo desde la aprobación de la Constitución. El Tribunal puntualizó que no cabía identificar toda actividad de proyección exterior con la materia «relaciones internacionales» que la Constitución reserva a la competencia estatal. Desde la posición de las CC. AA. se venía así a consagrar “la constitucionalidad de aquella actividad autonómica en el exterior en ejercicio de sus competencias, o en defensa de los intereses que le son propios, siempre y cuando no supongan ni la asunción de las funciones reservadas a los sujetos de derecho internacional (tratados, representación exterior y asunción de la responsabilidad internacional) ni interfirieran en la dirección de la política exterior”5.

			Por otro lado, el Estatuto de Galicia, al igual que otros estatutos de autonomía, solo contenía disposiciones muy limitadas sobre la capacidad de acción exterior de la Xunta. Estas previsiones en nuestro caso se centraban básicamente en la posibilidad de solicitar al Gobierno del Estado la celebración de tratados internacionales que permitieran el establecimiento de relaciones culturales con los Estados en los que mantengan particulares vínculos culturales o lingüísticos o se asienten comunidades gallegas.

			En este contexto, las fases de desarrollo de la acción exterior de Galicia han seguido una línea ascendente y bien definida. La comunidad autónoma gallega comenzó a desarrollar una acción exterior derivada de la práctica que, después de la Sentencia 137/1989, de 20 de julio, sobre el conflicto positivo de competencias en relación con el comunicado de colaboración suscrito entre el conselleiro de Ordenación y Medio Ambiente de la Xunta de Galicia y la Dirección General de Medio Ambiente del Gobierno de Dinamarca, no fue cuestionada6.

			El entorno geográfico-regional en el que se sitúa Galicia y sus características históricas, culturales y socioeconómicas marcarán su actividad exterior propia. Su condición de región ribereña del Atlántico determina que esta actividad venga condicionada por la dimensión atlántica, trascendida por un doble eje europeo y americano, fruto de los vínculos históricos, culturales y socioeconómicos que nos ligan a ambos continentes7.

			2.1 	Proyección exterior europea y transfronteriza

			Ante todo, la vocación europea de Galicia y la dinámica del proceso de integración europea favorecerá la proyección europea y transfronteriza de Galicia8. Por una parte, en el contexto europeo, esta buscará su protagonismo y participación tanto a nivel comunitario (por sí misma o a través del Estado en los asuntos relacionados con la UE mediante la Conferencia para Asuntos Relacionados con la Unión Europea y de la red de conferencias sectoriales) como a través de su participación en los distintos organismos europeos de cooperación interregional. Por otra, en el contexto transfronterizo los intereses exteriores de Galicia se volcarán en el Norte de Portugal, con el consiguiente desarrollo de una intensa cooperación transfronteriza entre la Comunidad Autónoma de Galicia y la Comisión de Coordinación y Desarrollo del Norte de Portugal articulada a través de la Comunidad de Trabajo Galicia-Norte de Portugal9.

			La Unión Europea crea mecanismos que facilitarán la participación de los entes infraestatales en el diseño de sus políticas, avalando con ello el reconocimiento de su capacidad de acción supraestatal. Así, la comunidad autónoma gallega contará con representantes en instituciones y órganos europeos.

			Pero, sin duda, al margen de la participación de Galicia en los asuntos de la Unión Europea, las relaciones multilaterales interregionales y las relaciones bilaterales con algunas regiones europeas se convertirán en una pieza clave de la acción exterior de Galicia. Así, en el marco de las primeras, la comunidad autónoma gallega buscará singularizar sus intereses en el ámbito de las regiones atlánticas, en particular en el seno de la Conferencia de Regiones Periféricas y Marítimas, la Conferencia de Regiones del Sur de la Europa Atlántica, la Asociación de Regiones Fronterizas Europeas y la Asamblea de Regiones de Europa, entre otras asociaciones regionales. Y, en lo concerniente a las relaciones bilaterales, Galicia mantendrá contactos con la Región de los Países del Loira, la Región de Bretaña, la Región de Piamonte o el Condado de Essex con el fin de realizar actividades promocionales referidas a intereses de tipo turístico, comercial o cultural que en algunos casos derivarán además en la concertación de instrumentos de colaboración10. 

			Será en este marco de contactos bilaterales donde las relaciones de cooperación transfronteriza con el Norte de Portugal ocupen un lugar preferente. Así, el 31 de octubre de 1991, los presidentes de la Xunta de Galicia y de la Comisión de Coordinación y Desarrollo Regional del Norte de Portugal, reunidos en Oporto, firmaban el Acuerdo constitutivo de la Comunidad de Trabajo Galicia-Norte de Portugal. 

			A partir de este momento, nos encontramos con una Comunidad de Trabajo creada mediante un compromiso mutuo de carácter no normativo, de naturaleza estrictamente política y carácter informal11. Ahora bien, la naturaleza política y las limitaciones derivadas de ella no impidieron a este organismo cumplir con las finalidades de contribuir tanto al desarrollo de ambas regiones fronterizas en un marco de creciente interdependencia y solidaridad interregional como a la construcción europea.

			El Acuerdo constitutivo de la Comunidad de Trabajo sería revisado ocho años después –el 19 de mayo de 1999–, para modificar su artículo 3 relativo al Consejo de la Comunidad, al objeto de integrar en él a los representantes de los organismos que agrupan a entidades locales públicas del ámbito territorial de la Comunidad de Trabajo. Ello supuso un paso adelante, al posibilitar la participación de los municipios ubicados en las áreas de fronteras que asumían así un papel más activo en la resolución de los problemas comunes que les afectan12.

			La institucionalización de las relaciones de cooperación transfronteriza entre Galicia y el Norte de Portugal sirvió de incentivo y modelo para impulsar otras iniciativas de cooperación transfronteriza entre gobiernos autonómicos y comisiones de coordinación portuguesas. Además, la acción de Galicia y el Norte de Portugal en este ámbito contribuyó, en palabras de Brito, a acelerar el proceso de negociación y de celebración del Tratado hispano-portugués sobre cooperación transfronteriza (en adelante Tratado de Valencia)13. Con su firma en 2002, se viene a formalizar la cooperación desarrollada entre las entidades españolas y las instancias vecinas14.

			La entrada en vigor del Tratado de Valencia en 2004 supondrá la adaptación de todos los acuerdos y protocolos de cooperación transfronteriza existentes, mediante nuevos convenios de cooperación15, entre ellos el Acuerdo Constitutivo de la Comunidad de Trabajo Galicia-Norte de Portugal16, que formalizará definitivamente sus actividades como organismo sin personalidad jurídica17.

			Además, el marco legal aprobado por la UE tras la adopción del Reglamento sobre la Agrupación Europea de Cooperación Territorial (AECT)18, y del Tratado de Lisboa de 2007, va a marcar un antes y un después en el ámbito de cooperación transfronteriza19, iniciando “una tendencia rupturista-innovadora” dirigida a facilitar y fomentar la cooperación territorial20.

			Con la constitución de las AECT Galicia-Norte de Portugal (GNP-AECT) en 2008 y, posteriormente, de la AECT Eurocidade Chaves-Verín (2010) y la AECT Río Miño (2018), se supera “la concepción tradicional de la cooperación transfronteriza y se abre una nueva vía hacia la cooperación territorial de dimensión europea que amplía las posibilidades de actuación que hasta ahora tenían los entes territoriales y locales”21.

			Este nuevo instrumento institucional concebido para salvar algunas de las dificultades que afectaban a la cooperación transfronteriza, además de allanar el camino para una cooperación de segunda generación22, contribuye sin lugar a duda a la articulación de la Eurorregión Galicia-Norte de Portugal como espacio territorial fuertemente competitivo, que enmarca y acoge el conjunto de la cooperación transfronteriza desarrollada por entidades públicas y privadas23.

			La Eurorregión Galicia-Norte de Portugal ha impulsado otras fórmulas innovadoras de base local como las Eurociudades, desarrolladas entre los municipios gallegos y portugueses contiguos, con el objetivo de promover la convergencia institucional, económica, cultural y social, propiciando así la utilización de servicios comunes como instrumento dinamizador de la convivencia entre las poblaciones fronterizas. Es el caso de la Eurociudad Verín-Chaves (2007) o de la Eurociudad Tui-Valença (2013). 

			Nos encontramos, por tanto, ante uno de los espacios transfronterizos más consolidados e integrados de Europa donde el hecho fronterizo ha sido fundamental en el contexto de las relaciones con Portugal24, y en el que se ha desarrollado a lo largo de los años un modelo general de cooperación caracterizado, en palabras de Brito, “pela voluntariede volitiva de participar na construçaõ de um projecto de cooperaçaõ, pelo diálogo horizontal entre as regiões, pela busca das identidades e complementariedades económicas, culturais a até mesmo geo-ambientais, pela concertaçaõ e coordenaçaõ dos intereses comuns”25.

			2.2 	Proyección exterior en América Latina

			La dimensión atlántica de Galicia favorecerá también su proyección exterior en América Latina, convirtiendo a la zona en un referente muy importante para nuestra comunidad. “Los múltiples intereses humanos, sociales culturales y económicos que vinculan a nuestros ciudadanos con la otra costa del océano, junto con las perspectivas económicas de la región, a veces problemáticas, pero en general valoradas como optimistas, justifican la alta prioridad concedida por la Xunta de Galicia a las actuaciones institucionales y económicas en dicha zona”26. De ahí que la comunidad autónoma gallega impulsara, de manera notable, distintas actividades de relevancia internacional en Latinoamérica y, más concretamente, en el área de Mercosur mediante la articulación de diversas fórmulas e instrumentos de cooperación interregional27.

			La “base material, y prácticamente exclusiva, sobre la que se basó inicialmente la acción política dirigida desde la Xunta hacia América Latina” han sido los vínculos entre el pueblo gallego y las naciones latinoamericanas28. 

			Ciertamente, el flujo de la emigración gallega desde comienzos del siglo XVIII hasta mediados del XX va a generar la existencia de una comunidad nacional en el extranjero –integrada plenamente en las sociedades receptoras– a la que el Estatuto de autonomía para Galicia va a reconocer su galleguidad entendida como “el derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural del pueblo gallego”29. Además, las comunidades gallegas asentadas fuera de Galicia tendieron a su autoorganización, creando una vasta red de centros gallegos con la función de mantener su identidad y cumplir funciones asociativas, culturales, asistenciales y recreativas. 

			A lo anterior se sumarán nuevos factores que vendrán a favorecer e impulsar la acción exterior de Galicia en América Latina, principalmente las relaciones entre la Unión Europea e Iberoamérica, con especial atención al Mercosur, y el interés de España en este proceso de integración habida cuenta de sus privilegiadas relaciones históricas con los países miembros del Mercosur, relaciones que se verán realzadas con su interés en impulsar y consolidar la Comunidad Iberoamericana de Naciones30.

			En esta dirección, la Comunidad Autónoma de Galicia pondrá en marcha diversas acciones de proyección internacional con Estados brasileños y provincias argentinas31, destacando de manera particular las relaciones multilaterales interregionales entre Galicia, Codesul-Crecenea Litoral y la Conferencia de Regiones Periféricas y Marítimas de Europa. Sobre la base de estas relaciones multilaterales durante los años 1998 a 2000, dichas entidades suscribieron diversos instrumentos, entre otros, la Carta de Anhatomirim, el Acta de Florianópolis, el Acta de Porto Alegre o el Acta de Murcia, con miras a iniciar un proceso de cooperación para la ampliación de las relaciones en los ámbitos económico, técnico, social, turístico, cultural y educativo. A tal efecto crean un Grupo de Trabajo Permanente compuesto por representantes de Codesul-Crecenea Litoral y de la Xunta de Galicia con la misión de establecer vínculos permanentes y efectivos entre los estados y regiones integrantes en los ámbitos indicados para impulsar los procesos de cooperación y desarrollo en el marco de los procesos de integración de la Unión Europea y del Mercosur32.

			De especial interés resultan también la creación de oficinas de enlace ante el Mercosur, con la misión principal de servir de apoyo a los intereses gallegos, potenciando las relaciones institucionales, económicas, sociales y culturales de Galicia con el continente latinoamericano. Su mayor valor reside en acercar entidades territoriales distintas de los Estados, pero comprometidas con el diálogo entre Europa y América Latina33.

			3 	UN NUEVO MARCO REGULADOR PARA LA ACCIÓN EXTERIOR DE GALICIA 

			3.2	La revisión estatutaria

			En el año 2006 comienza un período de revisión estatutaria que se inicia con la reforma del Estatuto de autonomía catalán y se extiende a otros Estatutos como el de la Comunidad Valenciana, Islas Baleares, Andalucía, Aragón, Castilla y León y Extremadura, con la finalidad de consolidar y codificar la práctica en acción exterior, desarrollarla de manera plena y otorgarle una cobertura jurídica amplia.

			Los nuevos estatutos de autonomía establecen una clara distinción entre la acción exterior propiamente dicha (actividades realizadas directamente por la comunidad autónoma y actividades reservadas al Estado, pero en las que se permite a las CC. AA. ya tener presencia directa, ya participar en las relaciones internacionales del Estado) y la acción en el ámbito de la UE. Esta distinción, como ha apuntado BUSTOS, “era urgente y estaba claramente establecida en la jurisprudencia. El que los Estatutos suplan la laguna que supone la ausencia de reforma constitucional en este punto debe ser bienvenido”34.

			La generalización de las reformas estatutarias también tuvo eco en Galicia, donde el Gobierno bipartito de la Xunta, tras iniciarse la VII legislatura del Parlamento de Galicia, promovió la reforma del Estatuto gallego. A tal efecto, se creó una Comisión de Estudio para la Reforma del Estatuto de Autonomía, estableciéndose en su seno una «ponencia conjunta paritaria» encargada de elaborar la proposición de ley de modificación del Estatuto. 

			El nuevo Estatuto que resultará de la reforma debía de reconocer, como subrayó PUEYO LOSA, la capacidad de la Xunta para llevar a cabo acciones con proyección exterior, consagrar lo ya logrado y dotar a Galicia de una base jurídica que le permitiera seguir ampliando su actividad internacional en cuestiones tales como la participación en la definición y ejecución de la política exterior del Estado, la formalización de acuerdos de colaboración con entes territoriales extranjeros, la apertura de oficinas o delegaciones en el exterior, o desarrollar la privilegiada relación construida con la Región Norte de Portugal35.

			Durante el proceso de reforma estatutaria todas las propuestas en materia de acción exterior tuvieron como referente, en todos los casos y en todas las fuerzas políticas, el tratamiento dado a esta cuestión en los estatutos de autonomía ya aprobados (Comunidad Valenciana y Cataluña) o que se encontraban en fase avanzada de tramitación parlamentaria (Andalucía, Aragón y Baleares), de manera que los negociadores de la Ponencia aceptaron que el tratamiento dado a esta cuestión en el nuevo Estatuto gallego se desdoblara en dos apartados: uno consagrado con carácter general a la acción exterior y otro dedicado a la Unión Europea, todo ello enmarcado en un capítulo general en el que se regulaban las relaciones institucionales de la Comunidad Autónoma.

			Por tanto, como señala GARCÍA PÉREZ, la acción exterior de la Comunidad Autónoma de Galicia “no representó ningún papel significativo a lo largo de todo el proceso de discusión del nuevo Estatuto; ni fue objeto de propuestas específicas ni fue causa de especial disenso entre las fuerzas políticas. Sencillamente, no entró a formar parte de las cuestiones centrales objeto de discusión, entre las que destacó, de manera sobresaliente, la definición identitaria de Galicia. Dentro de esta atonía general, los negociadores políticos se limitaron a trasladar el tratamiento dado a la acción exterior por aquellos estatutos ya reformados o en avanzado estado de reforma, teniendo al de Cataluña como principal referente”36.

			3.2 	La nueva legislación estatal sobre acción exterior del Estado y sobre tratados

			La entrada en vigor de la Ley 2/2014, de la acción y del servicio exterior del Estado (en adelante LASEE)37, y de la Ley 25/2014, de tratados y otros acuerdos internacionales (en adelante LTOAI)38, configuran un nuevo marco legislativo para responder a la realidad actual de un Estado descentralizado como el nuestro en el que resulta necesario garantizar el equilibrio entre la competencia estatal para fijar la política exterior y la acción exterior propia desplegada por las CC. AA. al amparo de la Constitución y de sus respectivos estatutos de autonomía. 

			En este sentido, la LASEE arbitra distintos mecanismos por parte del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación cuyo fin no es otro que la supervisión de la actividad exterior de las CC. AA., señalando que esta actividad deberá respetar las directrices que fije el Gobierno del Estado a través del diseño de la Estrategia de Acción Exterior. Y la LTOAI, por su parte, en los términos fijados por el Tribunal Constitucional, “aspira a establecer únicamente medidas de coordinación de la actividad de las CC. AA. con potencial efecto exterior para evitar consecuencias irreparables en la adecuada ejecución de la política exterior por parte del Estado”39.

			No hay que silenciar, sin embargo, que ambas leyes, como pone de manifiesto JANER TORRENS, suscitaron la cuestión de “si el Estado, a través de dos leyes ordinarias (que no forman parte del bloque de constitucionalidad y que son inferiores a los estatutos de autonomía) y de los instrumentos de coordinación que estas prevén, no se está injiriendo y limitando, en consecuencia, la acción exterior de las comunidades autónomas”40. No obstante, según advierte el propio autor, el TC en distintas sentencias ha entendido que el Estado, con el fin de salvaguardar su competencia exclusiva en materia de relaciones internacionales, puede “[...] establecer medidas que regulen y coordinen las actividades con proyección exterior de las comunidades autónomas para evitar o remediar eventuales perjuicios sobre la dirección y puesta en ejecución de la política exterior que, en exclusiva, corresponde a las autoridades estatales”. La coordinación “[...] tiene como presupuesto la existencia de competencias autonómicas que deben ser coordinadas y que no deben quedar vacías de contenido por dicha competencia estatal”. En definitiva, “el problema reside en determinar hasta qué punto los instrumentos de coordinación diseñados por el Estado no pueden suponer un menoscabo importante de una acción exterior autonómica prevista en los estatutos de autonomía en la cual no se prevén mecanismos de control por parte del Estado”41.

			En este punto, parece oportuno recordar las sentencias del Tribunal Constitucional 85/2016, de 28 de abril, y 228/2016, de 22 de diciembre respectivamente, que suponen la introducción de una serie de matices a la ya consolidada jurisprudencia constitucional relativa a la competencia exclusiva del Estado en materia de relaciones internacionales. En ambas sentencias, el Tribunal Constitucional reconoce al Estado una facultad de coordinación de la acción exterior de las CC. AA., y parece reinterpretar el contenido de la competencia exclusiva del Estado, dotándolo de una mayor proyección42.

			En un contexto como el descrito, marcado por los desarrollos en el plano legislativo y jurisprudencial, la Xunta de Galicia aprobó el Decreto 178/2015, con el fin de sistematizar, regular y coordinar la acción exterior de la Comunidad Autónoma de Galicia de conformidad con las obligaciones derivadas de la Constitución española y del nuevo marco normativo aprobado43; y, posteriormente, en 2018, adoptó la Estrategia Gallega de Acción Exterior post 2020 (en adelante, EGAEX), que describe los principales objetivos y ámbitos de actuación para los próximos años en este campo44.

			Este nuevo marco jurídico, como advierte la propia EGAEX, viene a avalar y justificar por sí mismo que la Xunta de Galicia avance en la dinámica planificadora de su acción exterior, con el fin de superar y mejorar instrumentos previos, como el Libro blanco de acción exterior (2005); las 100 reflexiones para una Estrategia de Acción Exterior de Galicia (2007), o el documento Prioridades de Actuación en el Exterior (2010)45. No obstante, la EGAEX adolece de un contenido excesivamente programático. Quizás su rasgo más relevante, a nuestro modo de ver, sea poner en valor el “estrechamiento del vínculo con Portugal y con la comunidad lusófona de naciones”, y el papel de la Eurorregión Galicia-Norte de Portugal a través de las instituciones que canalizan la cooperación territorial y transfronteriza en este espacio diferencial de la península ibérica.

			Concretamente, el artículo 31 del Decreto 178/2015, por el que se regula la acción exterior de la Comunidad Autónoma de Galicia, establece que, de conformidad con la Ley 1/2014, para el aprovechamiento de la lengua portuguesa y los vínculos con la lusofonía, “la Xunta de Galicia pondrá en marcha un programa específico de fomento de intercambios y estancias temporales de personal empleado público gallego y portugués, en especial en aquellas áreas en las que se considere más urgente el establecimiento de un mayor o más intenso nivel de cooperación, coordinación o, incluso, de integración de servicios públicos”, correspondiendo a la Agrupación Europea de Cooperación Territorial GNP-AECT instrumentar “la cooperación galaico-portuguesa en el ámbito de la lusofonía a través de programas específicos, promoviendo intercambios culturales, universitarios y educativos entre actores y agentes de estos ámbitos, portugueses, de otros países lusófonos y gallegos”. 

			Por su parte, la EGAEX insiste en la necesidad de la consolidación de la Eurorregión y de su proyección en los países de la lusofonía. La Eurorregión Galicia-Norte de Portugal presenta una tradición histórica común muy cimentada, con una geografía, cultura e idioma similares, que favorecen el entendimiento y la interrelación de sus poblaciones, tanto por su peso socioeconómico y demográfico conjuntos como por su afinidad cultural, su dinamismo mercantil y su estructura jurídico-institucional. Y también subraya cómo la Ley 1/2014, para el aprovechamiento de la lengua portuguesa y vínculos con la lusofonía, constituye una oportunidad sin precedentes para el impulso del intercambio cultural, informativo, comercial y lingüístico a la hora de posicionar a Galicia y a la lengua gallega como plataforma de contacto entre las culturas hispana y lusa, entendidas ambas en un sentido amplio46.

			Al amparo de estos instrumentos, trasciende la decidida voluntad de la Xunta de Galicia de continuar avanzando en la profundización de sus relaciones con Portugal. Nuestro vecino y su lengua son el puente para que Galicia pueda impulsar y abrir vías de cooperación en ámbitos de interés con los países lusófonos47. Además, en este camino de profundización de los vínculos con Portugal, un aspecto importante que es preciso destacar es la admisión del Consello da Cultura Galega como observador consultivo48 de la Comunidad de los Países en Lengua Portuguesa (CPLP)49, que tuvo lugar en octubre de 2016, con ocasión de la XI Conferencia de Jefes de Estado y de Gobierno de la CPLP celebrada en Brasilia.

			3.3 	La Ley 10/2021 reguladora de la acción exterior y de la cooperación para el desarrollo de Galicia

			En su reunión de 18 de julio de 2019 el Consello de la Xunta de Galicia acordó autorizar el inicio de la tramitación del anteproyecto de Ley reguladora de la acción exterior y de la cooperación para el desarrollo de Galicia. El anteproyecto fue objeto de consulta pública previa entre el 8 y el 28 de febrero de 2019 en el Portal de Transparencia y Gobierno abierto50. Asimismo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 1/2016, de 18 de enero, de transparencia y buen gobierno, y durante el período comprendido entre el 26 de julio y el 15 de septiembre de 2019 se expuso públicamente el texto íntegro del anteproyecto de ley en el mencionado portal51. 

			El 30 de enero de 2020, la Secretaría General Técnica de la Consellería de Presidencia, Administraciones Públicas y Justicia emite informe favorable en el que se considera que el “Anteproyecto de ley reguladora de la acción exterior y cooperación al desarrollo” reúne las condiciones esenciales para su aplicación y efectividad52.

			Finalmente, la Ley 10/2021, de 9 de marzo, reguladora de la acción exterior y de la cooperación para el desarrollo de Galicia, sería aprobada por el Parlamento Gallego en su sesión plenaria del 23 de febrero de 2021 por 41 votos a favor, 14 en contra y 18 abstenciones53. 

			La exposición de motivos de la ley justifica su adopción acorde con los cambios sustanciales en el ordenamiento jurídico español y la evolución de la jurisprudencia constitucional en favor de la asunción de la proyección exterior de las CC. AA. La ley tiene como fin regular la acción exterior del sector público autonómico fuera del territorio nacional español a través de una serie de objetivos estratégicos enunciados en el artículo 4 de la ley a la par que facilitar la cooperación entre todas las administraciones públicas gallegas y los agentes privados gallegos con presencia, proyección o intereses en el exterior. Al mismo tiempo, la Ley incorpora también el régimen jurídico del sector público autonómico en materia de cooperación para el desarrollo humano sostenible y la solidaridad internacional.

			La acción exterior prevista en la presente ley, entendida como “el conjunto sistémico e integrado de las actuaciones de las administraciones públicas gallegas, tanto autonómicas como locales, institucionales y corporativas, y de los organismos, instituciones y entidades de ellas dependientes llevadas a cabo en el exterior, en el ejercicio de sus respectivas competencias”, se desarrollará dentro de la lealtad constitucional y el estricto respeto del derecho de la Unión y del derecho internacional, ajustándose al principio de la unidad de acción que incluye la alineación con la Estrategia española de acción exterior y con la dirección de la política internacional de España. Y ello porque la actuación en el exterior de las CC. AA. debe sujetarse a los principios, directrices, fines y objetivos de la política exterior fijados por el Gobierno, de conformidad con el artículo 97 de la Constitución, así como a cualesquiera otros derivados del ejercicio de la competencia exclusiva en materia de relaciones internacionales.

			Esta ley viene así a recoger y completar los trazos esenciales de la acción exterior de Galicia durante cuatro décadas y debe ser valorada como un paso adelante, sobre todo en materia de cooperación para el desarrollo y la solidaridad internacionales. Con todo, su texto no está exento de críticas y matizaciones. En este sentido, la ley presenta un exceso regulatorio. Está integrada por un total de 113 artículos, frente a los 40 artículos de la Ley catalana 16/2014, de 4 de diciembre, de acción exterior y de relaciones con la Unión Europea; los 60 artículos de la LASEE o los 53 de la LTOAI. Pese a la relevancia que tiene o pueda llegar a tener la proyección exterior autonómica, se advierte una considerable hipertrofia regulatoria, que va en contra de la economía legislativa y de las orientaciones sobre smart regulation en el ámbito internacional. De hecho, como subraya PAZOS VIDAL, buena parte de su contenido es de carácter programático y recoge cuantitativamente el contenido de documentos planificadores de acción exterior ya mencionados, o simplemente regula una práctica ya existente no prevista en la norma54.

			Aparte de la desmesurada extensión de la ley y en aras de esa economía legislativa –como consta en las observaciones que en su día formulamos en la fase de envío de sugerencias”, del portal de Transparencia y Gobierno abierto de la Xunta de Galicia–, sus títulos IV (“Eurorregión Galicia-Norte de Portugal y lusofonía”) y V (“Galicia en Europa”) deberían refundirse en un solo título, más amplio, consagrado al régimen de acción exterior en el ámbito europeo y de la lusofonía.

			En relación con los principios rectores que deben observarse en el desarrollo y ejecución de la presente ley, contemplados en el artículo 3, hubiera sido deseable incorporar la perspectiva de género55, en consonancia con la Estrategia Exterior Española 2021-2024, que presenta una España como referente de política exterior feminista que busca hacer de la igualdad de género una regla interna de su acción exterior, y de las políticas feministas un principio de actuación56.

			Respecto a objetivos estratégicos recogidos en el artículo 4 de la ley, cabría haber añadido un objetivo vinculado a la enseñanza y a la universidad, uno de los ámbitos contemplados, por lo demás, en el título VII de la ley consagrado a las acciones sectoriales en el exterior. El Sistema Universitario de Galicia (SUG), como subraya la EGAEX, debe ser el elemento fundamental de la acción exterior de Galicia, tanto por la imagen que debe proyectar fuera de la comunidad autónoma, como por la conveniencia de aprovechar la inversión pública realizada en este ámbito. La EGAEX visualiza la cultura, la educación, la transferencia de conocimiento y la investigación como pilares fundamentales para el progreso económico y social de Galicia y de la Eurorregión en un mundo globalizado, siendo principalmente las instituciones de educación superior gallegas y portuguesas y sus grupos de investigación los llamados a asumir un papel activo en la sociedad del conocimiento al servicio de la ciudadanía57.

			En relación con el título VI de la ley (“Tratados y otros instrumentos y acuerdos internacionales”), a nuestro modo de ver, hubiera resultado más adecuado adaptarse en su estructura –a fin de seguir una sistemática jurídica– al esquema establecido en la LTOAI, que, en el capítulo relativo a la participación de las CC. AA. en la celebración de tratados internacionales, se refiere a la propuesta de apertura de negociaciones para la celebración de tratados que tengan por objeto materias de su competencia o interés específico (art. 49), deber de información del Gobierno a las CC. AA. sobre los tratados que afecten a sus competencias o intereses específicos (art. 50) y, por último, a la participación de las CC. AA. en la delegación española que negocie un tratado internacional que afecte a materias de su competencia o interés específico, siendo necesario motivar la decisión que se adopte (art. 51). La ley gallega prescinde de esta sistemática y abre su capítulo I (“Negociación de tratados”) haciendo referencia directa en su artículo 41 a la participación a instancia gallega en delegaciones españolas en el exterior y en la negociación de tratados. En una ley tan prolija en la regulación de aspectos secundarios, llama la atención que esta cuestión esencial se regule de manera incompleta y sin remisión directa al marco legislativo español. Cabe subrayar además que este título VI debe preceder al título más amplio consagrado al régimen de la acción exterior en el ámbito europeo y de la lusofonía antes propuesto.

			Por lo que se refiere al estímulo de la acción autonómica en aquellos ámbitos que se mencionan en el título VII de la ley, tanto la normativa autonómica sectorial existente (galleguidad, economía, cultura, turismo, sanidad entre otras) como, sobre todo, la planificación estratégica de los respectivos departamentos de la Xunta de Galicia contemplan ya como elemento intrínseco o medular la dimensión externa de la actuación por lo que la regulación de la ley resulta redundante. Los contenidos del título VII aparecen ya recogidos y desarrollados en la EGAEX.

			La mezcla del enfoque propio de la planificación estratégica con una aproximación que debe tener, por el contrario, naturaleza legislativa, alcance general y presentación de durabilidad conduce a resultados inadecuados. De esta manera se observan en el título VII de la ley consideraciones presentistas58, tópicos de carácter político59, reiteraciones de objetivos establecidos en la normativa sectorial60, ofrecimientos de colaboración institucional61 o incluso muestras relevantes de pensamiento desiderativo62. Ninguna de estas cuestiones tendría que figurar en una Ley sobre acción exterior, toda vez que constituyen simples manifestaciones del evidente carácter transversal de la acción exterior y, por lo tanto, su regulación sustantiva debe realizarse en la legislación sectorial existente, en las normas de desarrollo adoptadas por los departamentos competentes de la Xunta de Galicia o bien en las directrices generales que elaboren las sucesivas EGAEX. Por consiguiente, entendemos que todo el título VII de la ley debió ser suprimido. 

			Sobre las disposiciones relativas a la política de cooperación para el desarrollo, cabe señalar que la regulación conjunta de la acción exterior y de la cooperación para el desarrollo constituye una aportación novedosa y positiva de la ley que resulta coherente con la lógica interna de los ODS. El anteproyecto de ley presentaba una insuficiente articulación de los dos ámbitos. Así, en el título VIII se enunciaban objetivos, principios o sujetos propios de la política de cooperación que no aparecían relacionados de forma expresa con los formulados en el título preliminar para el conjunto de la acción exterior. Pero lo cierto es que ha habido mejoras en el texto final de la ley para intentar paliar esta debilidad, tal como se desprende de los artículos 2. m), 3. k) o 4. h). 

			Con todas sus críticas, no podemos dejar de reconocer que el texto de la ley gallega ha incorporado finalmente mejoras y algunas de las sugerencias recogidas en la fase de alegaciones formuladas en el trámite parlamentario. En su conjunto, la ley responde al desarrollo legislativo en materia de acción exterior tanto a nivel estatal como a nivel autonómico y resulta pertinente y necesaria para “resaltar el enfoque holístico, por el cual se entiende la acción exterior de Galicia como un fenómeno colectivo que no se limita al propio Gobierno, sino que implica a toda la sociedad”63.

			4 	A MODO DE CONCLUSIÓN

			En definitiva, a la vista de lo hasta aquí expuesto, constatamos cómo el desarrollo que ha experimentado la acción exterior de Galicia en estos 40 años está ligado de manera indiscutible a su Estatuto de autonomía y a las instituciones y valores que de él se derivan. 

			Nuestra comunidad autónoma ha afrontado la responsabilidad de trazar y desarrollar una estrategia de acción exterior propia, aprovechando todas las posibilidades mínimas y máximas de desarrollo de la autonomía política, llevando a cabo actividades convenientes para la defensa y promoción de sus intereses particulares en un marco de lealtad constitucional y acatamiento del derecho internacional y europeo.

			Esta acción exterior se ha visto potenciada por la dimensión europea, atlántica y transfronteriza de Galicia que exige por parte de nuestra comunidad continuar desarrollando una labor con proyección exterior cada vez más amplia e intensa acorde con sus intereses estratégicos. Esperemos que la nueva estrategia gallega de acción exterior para el periodo 2022-2026, que está en preparación, se configure como el instrumento que, en palabras de GAMALLO ALLER, haga que buscar oportunidades de desarrollo fuera de nuestras fronteras no sea ya una alternativa, sino una necesidad ineludible64.

			Por otro lado, también resulta ineludible mejorar la interlocución entre las administraciones central y autonómica, ya que el éxito de la acción exterior, como reconoce la Estrategia exterior 2021-2024, pasa por el fomento de un mayor diálogo y coordinación con las comunidades autónomas y entidades locales cuya actividad en el exterior esta al alza. Ello, sin duda, hace necesario fortalecer los instrumentos existentes con el establecimiento de nuevos mecanismos de consulta regular que reúnan al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación y a los responsables autonómicos en materia de acción exterior, sin excluir la especial atención que, en este contexto, debe prestarse a la coordinación de las CC. AA. en los mecanismos de cooperación trasfronteriza65.

			De ahí el relevante interés que tienen las relaciones Galicia-Norte de Portugal, vertebradas en torno a una Eurorregión institucionalizada, con intensos flujos económicos y comerciales y una estrecha colaboración política, social, cultural y educativa, además de considerarse vitales para promover y potenciar la relación estratégica con la República portuguesa. El valor y alcance de esta relación estratégica galaico-portuguesa aporta un plus al excelente estado de las relaciones bilaterales entre España y Portugal, como lo evidencian los resultados alcanzados en las XXXI y XXXII Cumbres Hispano-Portuguesas –A Guarda (2020) y Trujillo (2021)– en ámbitos de enorme trascendencia para Galicia como son el de la gobernanza transfronteriza y el de las relaciones de vecindad. 

			En cuanto a la gobernanza transfronteriza, la Declaración Conjunta de A Guarda66 aprobó una Estrategia Común de Desarrollo Transfronterizo (ECDT) que promueve la relación bilateral hispano-lusa y la cooperación transfronteriza a un nuevo nivel. La estrategia se configura como “una herramienta flexible y abierta, fundamental para la transformación de las regiones transfronterizas en una plataforma de desarrollo conjunto con centralidad en el mercado ibérico, que permita luchar contra la regresión demográfica e impulsar de manera coordinada las oportunidades de crecimiento económico, la generación de empleo y la mejora de la calidad de vida de las personas que viven a ambos lados de la frontera, en un marco de sostenibilidad y convergencia. Su implementación debe orientarse no solo por una vertiente de cooperación bilateral, sino también por una perspectiva europea que involucre a las instituciones comunitarias en la búsqueda de soluciones conjuntas”67.

			Por su parte, en lo que atañe a las relaciones de vecindad, destaca la firma, en el seno de la XXXII Cumbre celebrada en Trujillo, de un nuevo Tratado de Amistad y Cooperación que, en el mismo espíritu del firmado en 1977, “permite actualizar el rico y diverso entramado de la relación bilateral y reflejar una relación estratégica y multidimensional”68.

			Asimismo, los gobiernos de España y Portugal convinieron también en renovar otros instrumentos jurídicos, en particular el Acuerdo Cultural de 1970, teniendo en cuenta la importancia de las relaciones bilaterales en el ámbito de la cultura69, lo que sin duda redundará en beneficio de las relaciones culturales entre Galicia y Portugal. En este sentido, ya hemos tenido la oportunidad de indicar que, “aunque la denominada Ley Paz Andrade, al igual que otras iniciativas similares adoptadas en comunidades autónomas fronterizas, añaden un valor per se como acicate para el impulso de las relaciones culturales con Portugal, no obstante, en el ámbito específico de la cooperación transfronteriza y territorial en materia cultural y educativa, y más allá de las actividades de cooperación que en este terreno vienen desarrollando distintos organismos e instituciones públicas y privadas, sería conveniente la conclusión de un nuevo tratado cultural entre España y Portugal”70, en cuyo proceso de celebración naturalmente debe participar nuestra comunidad autónoma en los términos previstos en el título V de la Ley ٢٥/٢٠١٤, de tratados y otros acuerdos internacionales71.

			Ambos países ibéricos, con el apoyo y aporte de sus entidades y colectividades fronterizas, “han construido una inmejorable relación bilateral que constituye un patrimonio compartido que debemos esforzarnos en conservar. Europa ha transformado nuestras relaciones de vecindad hasta alcanzar un grado de integración del que, posiblemente, no haya retorno”72. Y, singularmente, Galicia y el Norte de Portugal han contribuido a la construcción de esa realidad a lo largo de estos 40 años de vigencia del Estatuto gallego. 
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